
 

“TIENDAS SORIANA”, S.A. DE C.V.  

VS. 

DIRECCION DE PROTECCION AL 

AMBIENTE DEL AYUNTAMIENTO DE 

MEXICAL 

EXPEDIENTE 740/2019 

P R I N C I P A L 

 

 Mexicali, Baja California, a once de diciembre de dos 

mil veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nulidad de la 

resolución administrativa **********1, dictada por la Dirección de 

Protección al Ambiente del Ayuntamiento de Mexicali  el tres de 

julio de dos mil diecinueve en el expediente **********2. 

 

 GLOSARIO: A fin de simplificar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

Término empleado: Ley, insti tución o concepto referido:  

Ley del Tribunal  Ley del Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California.  

Constitución Nacional  Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

Código procesal civil  Código de Procedimientos Civi les 

para el Estado de Baja California.  

Tribunal Tribunal Estatal de Just icia 

Administrativa de Baja California.  

Dirección Dirección de Protección al Ambiente 

del Ayuntamiento de Mexical i.  

Resolución Resolución administrativa 

**********1, dictada por la Dirección 

de Protección al Ambiente del 

Ayuntamiento de Mexicali el tres de 

julio de dos mil diecinueve en el 

expediente **********2.  

 

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El escrito de demanda se 

presentó  el veintiuno de agosto de dos mil diecinueve.  

 II. Trámite de la demanda.- E l juicio se admitió a 

trámite por acuerdo dictado el treinta de septiembre de dos mil  



 

diecinueve (visible a fojas 43 y 44 de autos), ordenándose el 

emplazamiento de la Dirección.  

 

 III. Acto impugnado.- En el acuerdo de admisión se 

tuvo como acto impugnado la resolución administrativa 

**********1, dictada el tres de julio de dos mil  diecinueve en el 

expediente **********2, por la Dirección .  

 

 IV. Contestación de demanda.- Al presente juicio 

compareció a contestar la autoridad demandada en térm inos de 

su escrito visible en autos a fojas de la 59 a la 65.  

 

 V. Audiencia de ley.- La audiencia de pruebas y 

alegatos se celebró el diecinueve de febrero de dos mil veinte 

(foja 97 de autos), conforme a lo dispuesto por el artículo 80 de 

la Ley del Tr ibunal  y se citó a las partes para oír sentencia de 

primera instancia, por lo que se está en condiciones de resolver 

la controversia planteada.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Esta Primera Sala del 

Tribunal , con residencia en esta ciudad, es competente para 

conocer de la presente controversia, de conformidad a lo 

dispuesto por los artículos 1, 21, 22, fracción I, de la Ley del 

Tribunal, por tratarse de un juicio promovido contra un acto 

definit ivo de carácter administrativo emanado de una au toridad 

municipal, y porque la ubicación del domici l io de la parte actora 

se encuentra dentro de la circunscripción territorial de esta Sala.  

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado.- El acto 

impugnado quedó acreditada en autos con la documental 

pública obrante de fojas de la 22 a la 25 de autos, en términos 

de los artículos 285, fracción I I I ,  322, fracción I I , 323 y 405, del 

Código procesal civi l , de aplicación supletoria en términos del 

párrafo tercero del artículo 30 de Ley del Tr ibunal .  

 

 TERCERO. Causales de improcedencia.- Al no hacerse 

valer causales de improcedencia y sobreseimiento, ni advertirse 

de autos la actualización de alguna de las previstas en la Ley del 

Tribunal , el presente juicio es procedente.  

 

 Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que 

enseguida se reproduce. 

 



 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU  

EXAMEN OFICIOSO POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 

Y ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VERIFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO 

LAS ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al 

artículo 202, últ imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, 

vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, las causales de 

improcedencia deben analizarse aun de oficio, lo que debe 

entenderse en el sentido que se estudiarán tanto las que hagan 

valer las partes como las que advierta  el tr ibunal que conozca 

del asunto durante el juicio, lo que traerá como consecuencia 

el sobreseimiento, de conformidad con el artículo 203, fracción 

I I ,  del mismo ordenamiento y vigencia, ambas porciones 

normativas de contenido idéntico al texto vigente de los 

artículos 8o., últ imo párrafo y 9o., fracción I I ,  respectivamente, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Por tanto, la improcedencia del juicio contencioso 

administrativo pueden hacerla valer las partes, en cualquier 

t iempo, hasta antes del dictado de la sentencia, por ser una 

cuestión de orden público, cuyo estudio es preferente; pero este 

derecho de las partes es también una carga procesal s i es que 

se pretende vincular al tr ibunal del conocimiento a examinar 

determinada deficiencia o circunstancia que pueda actualizar 

el sobreseimiento. En ese contexto, las causales de 

improcedencia que se invoquen y las que advierta el tr ibunal 

deben estudiarse, pero sin l legar al extremo de imponerle la 

carga de verif icar, en cada asunto,  si se actualiza o no alguna 

de las previstas en el artículo 202 del código en mención, en 

virtud de que no existe disposición alguna que, en forma precisa, 

lo ordene. Así las cosas, s i existe una causal de improcedencia 

que las partes pretendan se declare , deben asumir la carga 

procesal de invocarla para vincular al tr ibunal y, sólo entonces, 

tendrán el derecho de exigir el pronunciamiento respectivo.”  

 

 CUARTO.- Método de Estudio.-  En la presente 

resolución se omite la transcripción de los motivos de 

inconformidad expresados por la parte actora así como los 

argumentos defensivos expuestos por la autoridad demandada 

por razones de economía procesal y técnica jurídica orientada a 

nuevos modelos de sentencia que se sustentan en principios de 

simplicidad, faci l idad en la lectura y compresión; sin que con ello 

se infr inja norma legal alguna o se agravie a la parte actora, toda 

vez que no existe disposición jurídica que constr iña a realizar 

tales transcripciones, además de que el art ículo 82, fracción I, de 

la Ley del Tribunal , impone el deber de que las sentencias que 

dicte el Tr ibunal  contengan la fi jación clara y precisa de los 

puntos controvert idos, no así su reproducción, por lo que en la 

presente resolución se realizara el anális is sistemático y 

exhaustivo de los planteamientos hechos valer.  

 

 Por otra parte, esta Sala procederá al estudio de los 

motivos de inconformidad privi legiando el principio de mayor 

beneficio a efecto de que la sentencia se dicte atendiendo a los 

temas de fondo por sobre aspectos formales en acatamiento a 



 

los principios de impartición de just icia consagrados en el artículo 

17 de la Constitución Nacional , mismo que establece el derecho 

de administración de just icia y el deber de privi legiar la solución 

del confl icto sobre los formalismos procedimentales.  

 

 “Art. 17. -  Ninguna persona podrá hacerse justicia por s í 

misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.  

 

 Toda persona tiene derecho a que se le administre justic ia 

por tr ibunales que estarán expeditos para impart ir la en los plazos 

y términos que f i jen las leyes, emit iendo sus resoluciones de 

manera pronta, completa e imparcial.  Su servicio será gratuito, 

quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.  

 

 Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el 

debido proceso u otros derechos en los juicios  o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar 

la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales .” 

 

 Sirve de apoyo a lo anterior el criterio contenido en la 

tesis (IV Región) 2o.13 K (10a.) del Segundo Tribunal Colegiado 

de Circuito del Centro Auxil iar de la Cuarta Región, publicado 

con número de registro 2016171 en la página 1524 del l ibro 51, 

tomo II I  de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente al mes de febrero de dos mil dieciocho, cuyo 

rubro y texto se transcriben a continuación.  

 

“PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO FRENTE A FORMALISMOS 

PROCEDIMENTALES Y SOLUCIONES DE FONDO DE LOS CONFLICTOS. 

ÉSTAS DEBEN PRIVILEGIARSE FRENTE A AQUÉLLOS, SIEMPRE QUE NO 

SE AFECTE LA IGUALDAD DE LAS PARTES, EL DEBIDO PROCESO U 

OTROS DERECHOS. Durante mucho t iempo fue motivo de crít ica 

para los tr ibunales de amparo que las sentencias protectoras se 

concedieran por aspectos formales o procedimentales y no por 

temas de fondo; lo cual motivó que mediante la expedición de 

la nueva Ley de Amparo (publicada en el Diar io Oficial de la 

Federación el dos de abri l  de dos mil  trece), se estableciera en 

su artículo 189 que los órganos jur isdiccionales de amparo 

procederían al estudio de los conceptos de viola ción 

atendiendo a su prelación lógica, pero privi legiando en todo 

momento el principio de mayor beneficio; y fue en ese contexto 

que por reforma al precepto 17 de la Constitución General de la 

República publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15  

de septiembre de 2017, se adicionó a dicho disposit ivo un tercer 

párrafo, en el que se puntualizó "Siempre que no se afecte la 

igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en 

los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las 

autoridades deberán priv i legiar la solución del conf l icto sobre 

los formalismos procedimentales.".  Por tanto, acorde con esa 

aspiración social y en estr icto acatamiento a los artículos 

citados, en los juicios o en los procedimientos relat ivos, todas las 

autoridades deben privi legiar la solución del confl icto sobre los 

formalismos procedimentales, con la única l imitante de que no 

se afecte la igualdad de las partes, el debido proceso u otros 

derechos.”  



 

 
 QUINTO.- Estudio de fondo.- En el presente juicio el 

acto impugnado consiste en la resolución administrativa 

**********1, dictada por la Dirección de Protección al Ambiente 

del Ayuntamiento de Mexicali  el tres de julio de dos mil 

diecinueve en el expediente **********2. 

 

 Resulta esencialmente fundado el cuarto motivo de 

inconformidad hecha valer por la parte actora.  

 

 En su cuarto motivo de inconformidad, la parte actora 

solicita la nulidad de la resolución impugnada ante la insuficiente 

fundamentación de la competencia de la autoridad demandada 

para emitir la resolución impugnada.  

 

 En el presente juicio, la parte actora manifestó que 

todo acto administrativo que se haya de notificar a los 

particulares debe encontrarse debidamente firmado por 

autoridad competente y de donde se señale con exactitud y 

precisión, además de los fundamentos y motivos que lo originan, 

el fundamento legal en donde se determina la competencia por 

materia, grado y territorio de la autoridad emisora del acto, 

precisándose con claridad en el mismo acto la ley, reglamento, 

decreto y/o acuerdo que le otorgue la atr ibución ejercida, 

citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso 

respectivo, conforme al criterio establecido en la jur isprudencia 

2a./J. 115/2005 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia con número de registro 177347, consultable en la página 

310 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

correspondiente a septiembre de dos mil cinco, tomo XXII de 

rubro “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A 

PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 

OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 

FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS 

CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 

TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE” .  

 

 En efecto, la Resolución  en lo conducente es del tenor 

siguiente: 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

  

**********3 



 

 Del análisis del contenido del oficio anterior,  se 

advierte que la Dirección se l imitó a mencionar los artículos y 

fracciones en los cuáles fundamenta su competencia para emitir  

la Resolución , s in embargo, omitió transcribir los apartados, 

fracciones, incisos y subincisos, en su caso, de los reglamentos en 

base de los cuales se le otorga la atribución ejercida.  

 

 En razón de lo antes expuesto, se transcriben los 

art ículos mencionados por la Dirección  para fundamentar la 

resolución emitida por la misma.  

 

 Del Reglamento de Protección al Ambiente para el 

Municipio de Mexicali, Baja California se transcriben los siguientes 

art ículos:  

 

 “ARTICULO 4. -  Son atr ibuciones de la Oficina Municipal de 

Ecología, en materia de preservación y restauración del 

equil ibr io ecológico y protección al ambiente, las s iguientes:  

 

 […]  

 

 V.- En materia de Control y Prevención de la 

Contaminación por Ruido, Vibraciones, Energía Térmica, Energía 

Lumínica y Olores Perjudiciales;  

 

 […]  

 

 c) Vigilar que las fuentes emisoras de ruido, vibraciones, 

energía térmica, energía lumínica y olores perjudiciales para el 

equil ibr io ecológico y el ambiente, de competencia municipal, 

cumplan con las Normas aplicables, así como con las 

condiciones establecidas en las autorizaciones que exp ida; y en 

su caso, exigir la instalación de equipos de control de emis iones.  

 […]  

 

 XI. -  En materia de Inspección y vigi lancia;  

 

 […]  

 

 b) Realizar vis itas de inspección a establecimientos y 

activ idades mercanti les o de servicios, para verif icar el 

cumplimiento de las disposiciones de este Reglamento, de las 

Normas aplicables o de las condiciones establecidas en las 

autorizaciones concedidas.”  

 

 “ARTICULO 9. -  Cualquier persona previamente a la 

realización de obras o actividades mercanti les o de servi cios, 

deberá contar con la l icencia ambiental que expida la Oficina 

Municipal de Ecología, así como cumplir  con los requis itos que 

se establezcan en la misma.”  

 

 “Artículo 31. -  La Oficina Municipal de Ecología promoverá 

la integración del Registro Municipa l de Descargas de Aguas 

Residuales, con la respectiva participación de la dependencia 

oficial que administre el s istema municipal de drenaje y 

alcantari l lado.”  



 

 

 “Artículo 32. -  Para los efectos de integrar el Registro 

Municipal de Descargas de Aguas Residuales, la Oficina 

Municipal de Ecología podrá solic itar la información pert inente 

al establecimiento generador de la descarga, aún cuando la 

regulación en materia de protección ambiental de dicho 

establecimiento no sea de competencia municipal.”  

 

 “Artículo  120.- La disposición f inal de lodos resultantes del 

tratamiento de aguas residuales se realizará a través de algún 

servicio de recolección autorizado por la Oficina Municipal de 

Ecología. Dichos lodos no podrán ser entregados al servicio 

contratado de recolección, ni depositados en los rel lenos 

sanitar ios cuando excedan veinte por ciento de humedad.”  

 

 “Artículo 167. -  Para la atención de las denuncias de 

carácter ambiental que sean de competencia municipal, la 

Oficina Municipal de Ecología efectuará las di l igencias 

necesarias para la comprobación de los hechos objeto de la 

denuncia, así como para la evaluación de los mismos, de 

acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo Décimo Pr imero de este 

Reglamento.”  

 

 “Artículo 182. -  El  t itu lar del establecimiento, obra o 

activ idad inspeccionada, podrá manifestar por escrito lo que a 

su derecho convenga y ofrecer las pruebas que considere 

convenientes ante la Oficina Municipal de Ecología, en un plazo 

de tres días hábiles posteriores a la inspección;  vencido dicho 

término, se procederá dentro de los treinta días s iguientes, a 

dictar la resolución administrat iva correspondiente.”  

 

 “Artículo 191. -  Están facil itados para aplicar sanciones por 

infracciones a las disposiciones previstas en este Reglamento , el 

t itular dela Oficina Municipal de Ecología y sus superiores 

jerárquicos con base en la normatividad orgánica municipal.”  

 “Artículo 192. -  A los infractores de las disposiciones 

previstas en este 

Reglamento, le serán aplicadas una o más de las s iguient es 

sanciones:  

 

 […]  

 

 I I . -  Multa que se impondrá según la infracción cometida, 

por el equivalente de diez a trescientos días de salar io mínimo 

general vigente en el municipio de Mexical i,  Baja California, al 

momento de imponer la sanción.”  

 

 Del Reglamento de la Administración Pública para el 

Municipio de Mexicali, Baja California se transcriben los siguientes 

art ículos:  

 

 “Artículo 30. -  La administración pública municipal 

centralizada, contará con las s iguientes dependencias:  

 

 […]  

 

 VI I I . -  Dirección de Protección al Ambiente;"  

 



 

 “Artículo 85. -  La Dirección de Protección al Ambiente 

tendrá las s iguientes atr ibuciones:  

 

 I .  Las de orden ejecutivo que en materia de preservación 

y restauración del equil ibr io ecológico y protección al ambiente 

le confieren las disposiciones legales al municipio;  

 

 I I . -  Determinar las pol ít icas de uti l ización de uso del suelo 

para la preservación ecológica del municipio;  

 

 I I I . -  Aplicar las normas y programas que se establezcan en 

el ámbito municipal, para la preservación y restauración del 

equil ibr io ecológico y la protección al ambiente;  

 

 IV.- Promover con instancias u organizaciones públicas o 

privadas, nacionales o extranjeras, el intercambio, cooperación 

o elaboración de información, estudios o proyectos de interés o 

beneficio municipal, dentro de la rama del medio ambiente;  

 

 V. Proponer ante el Cabildo por conducto del Presidente 

Municipal, iniciat ivas, modif icaciones y adecuaciones a los 

Reglamentos, o Acuerdos en materia ambiental;  

 

 VI.  Impulsar la agenda municipal de polít icas públicas 

sustentables que promuevan estrategias, acciones y prácticas, 

con el propósito de rescatar y conservar nuestros ecosistemas, 

la recuperación de la áreas verdes a través de la reforestación, 

el manejo integral del agua, la movi l idad urbana, el uso 

alternativo de transporte, el mejoramiento de la calidad del aire, 

el manejo responsable de los residuos sól idos;  

 

 VII .  Promover, adaptar y or ientar las pol ít icas públ icas 

municipales en materia de adaptación y mit igación al ca mbio 

climático en el ámbito local;  

 

 VI I I .  Los demás asuntos que en la materia les concedan, 

otros ordenamientos legales y reglamentos apl icables.”  

  

 Del contenido de los artículos que anteceden, se 

advierte que se omitió la transcripción de los apartados, 

fracciones, incisos, y el párrafo que corresponda del artículo 85 

del Reglamento de la Administración Pública para el Municipio 

de Mexicali, Baja California, dado que se l imitó a señalar el 

art ículo, s in precisar cuál de sus ocho fracciones le o torga la 

atr ibución ejercida, por lo que lo procedente es declarar la 

nulidad de la resolución impugnada ante la insuficiente 

fundamentación de la competencia de la autoridad demandada 

para emitir la resolución impugnada.  

 

 Lo anterior, toda vez que es un requisito esencial y una 

obligación de la autoridad fundar en la resolución impugnada su 

competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de 

ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido 

realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro 

de su respectivo ámbito de competencia, regido 



 

específ icamente por una o varias normas que lo autoricen, por 

tanto, para considerar que se cumple con la garantía de 

fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución 

Nacional , es necesario que la autoridad precise exhaustivamente 

su competencia.  

 

 En efecto, la Dirección  se l imitó a mencionar en los 

considerandos I I , I I I ,  IV, V, VI, VII, VI I I ,  IX, X, XII y XII I  se l imitaron a 

mencionar que en los artículos 4, fracciones V, incis o c), XI,  inciso 

b), 9, 31, 32, 120, primer párrafo, 167, 182, 191 y 192, fracción I I ,  

todos del Reglamento de Protección al Ambiente para el 

Municipio de Mexicali, Baja California y Art ículos 30, fracción VII I  

y 85 del Reglamento de la Administración Públ ica del Municipio 

de Mexicali se fundamentaba su competencia para emitir la 

Resolución, sin embargo, se advierte que en el considerando V, 

de subsecuente transcripción,  se omitió especif icar en cuál 

fracción o fracciones de dicho artículo se encuentran las  

atr ibuciones que posee la Dirección  para hacer cumplir la 

normatividad ambiental en el territorio Municipal, omitiendo así 

cumplir con el requisito esencial de fundamentación consagrado 

en el art ículo 16 de la Constitución Nacional , el cual consiste en 

especif icar con claridad, certeza y precis ión las facultades que 

le corresponden a la Dirección  para emitir el acto de molestia, 

pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene 

la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale 

la autoridad en el documento que contiene el acto, dejándolo 

en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las 

normas legales que integran el texto normativo es la 

específ icamente aplicable a la actuación del órgano del que 

emana. 

 

 “V. Que de con formidad con los Art ículos 30 fracción VII I  y 

85 del Reglamento de la Administración Públ ica para el 

Municipio de Mexical i,  Baja California, la Dirección de 

Protección al Ambiente es una dependencia Públ ica 

centralizada con atr ibuciones para hacer cumplir  la 

normatividad ambiental en el terr itor io Municipal.”  

 

 No pasa inadvert ido que en el considerando I de la 

resolución  se informa que se modificaron los artículos 30, fracción 

VII I . 85 párrafo primero y fracciones I, V, VI y VII I ,  86 primer párrafo 

y fracciones I I  y I I I ,  87, fracciones V, VI y VII, 88 primer párrafo y 

fracciones IV, V y VI, y 89 primer párrafo, todos del Reglamento 

de la Administración Pública del Municipio de Mexicali,  en lo 

referente a las dependencias que conforman la administración 

pública centralizada, cambiando su denominación de la 

Dirección de Ecología por la de Dirección de Protección al 

Ambiente, sin que lo anterior guarde relación con los demás 

incisos planteados en los diversos considerandos, toda vez que 



 

mediante éstos se pretender fundamentar la competencia de la 

Dirección ,  mientras que mediante el considerando I se informa el 

cambio de denominación de la Dirección ,  antes Dirección de 

Ecología. 

 

 SEXTO.- Nulidad.- En congruencia con los 

considerandos que anteceden, se estima actualizada la causa 

de nulidad prevista en el artículo 83, fracción I I , de la Ley del 

Tribunal .  

 

 El artículo 83, fracción I I , de la Ley del Tribunal  

establece lo s iguiente:  

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nulidad de los actos y 

resoluciones impugnadas:  

 

 [. . .] 

 

 I I . -  Incumplimiento u omisión de las formalidades que 

legalmente deba revestir ;”  

 

 Lo anterior es así, puesto que la autoridad demandada 

debía especificar con claridad, certeza y precis ión las facultades 

que le corresponden, citando el apartado, fracción, inciso o 

subinciso para así emitir  el acto impugnado, por lo tanto, ante la 

insuficiente fundamentación de la competencia, se actualiza la 

causal de nulidad antes precisada. 

 

 Apoya lo anterior la jurisprudencia 2a./J. 115/2005 de 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

con número de registro 177347, consultable en la página 310 del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

correspondiente a septiembre de dos mil cinco, tomo XXII, de 

rubro y texto s iguientes.  

 
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A 

PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 

OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 

FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS 

CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 

TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la 

tesis de jur isprudencia P./J. 10/94 del Tr ibunal en Pleno de la 

Suprema Corte de Just icia de la Nación, publicada en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 

1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU 

FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE 

AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se 

sustentó dicho criter io, se advierte que la garantía de 

fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución 

Polít ica de los Estados Unidos Mexicanos, l leva implícita la idea 

de exactitud y precis ión en la cita de las normas legales que 



 

facultan a la autoridad administrat iva para emitir  el acto de 

molestia de que se trate, al atender al valor jur ídicamente 

protegido por la exigencia constitucional, que es la posibi l idad 

de otorgar certeza y seguridad jur ídica al particular frente a los 

actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés 

jur ídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante 

un acto que no cumpla con los requis itos legales necesarios. En 

congruencia con lo anterior,  se concluye que es un requisito 

esencial y una obl igación de la autor idad fundar en el acto de 

molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le 

permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya 

sido real izado por la autor idad facultada legalmente para ello 

dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido 

específ icamente por una o var ias normas que lo autoricen; por 

tanto, para considerar que se cumple con la garantía de 

fundamentación establecida en el art ículo 16 de la Const itución 

Federal,  es necesario que la autor idad precise exhaustivamente 

su competencia por razón de materia, grado o terr itor io, con 

base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la 

atr ibución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, 

inciso o subinciso; s in embargo, en caso de que el ordenamiento 

legal no los contenga, s i se trata de una norma compleja, habrá 

de transcribirse la parte correspondiente, con la única f inal idad 

de especif icar con claridad, certeza y precis ión las facultades 

que le corresponden, pues considerar lo contrar io s ignif icaría 

que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de 

normas legales que señale la autor idad en el documento que 

contiene el acto de molest ia, s i t iene competencia por  grado, 

materia y terr itor io para actuar en la forma en que lo hace, 

dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de 

todas las normas legales que integran el texto normativo es la 

específ icamente aplicable a la actuación del órgano del que 

emana ,  por razón de materia, grado y terr itor io.”  

 
 Toda vez que se ignora cuál de todas las normas 

legales que integran el texto normativo es la específ icamente 

aplicable a la actuación de la Dirección  y en ese sentido, aun 

cuando la insuficiente fundamentación de la competencia de la 

Dirección  genera la nul idad de la resolución , las Salas del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a 

examinarla de oficio, al resultar i legal el acto combatido, 

precisamente por la actuación o intervención de una autoridad 

que no acreditó tener competencia.  

 

 SÉPTIMO.- Condena.- Como consecuencia de la 

nulidad declarada en el considerando que antecede, con 

fundamento en el art ículo 84 de la Ley del Tribunal , corresponde 

en este apartado fi jar los términos de la resolución que en su caso 

deba dictar la autoridad demandada y ordenar el hacer, el no 

hacer o el dar que correspondan para salvaguardar el derecho 

del afectado. 

 



 

 El art ículo 84 de la Ley del Tr ibunal  establece lo 

siguiente: 

 

 “ARTÍCULO 84. -  Para salvaguardar el derecho del 

afectado, la sentencia que declare fundada la pretensión del 

demandante dejará sin efectos el acto o resolución impugnada. 

Fi jará, además, los términos de la resolución que en su caso 

deba dictar la autoridad demandada y, de sentencia de 

condena, se ordenará también a la autoridad demandada el 

hacer, el no hacer o el dar que correspondan, como 

consecuencia de la nulidad del acto o resolución impugnada.”  

 
 En el entendido de que la Dirección  no se encuentra 

obligada a emitir  una nueva determinación al respecto, pero 

tampoco impedida para ello si es que existe algún fundamento 

para ello.  

 

 Lo anterior es así, toda vez que la resolución 

impugnada adolece de insuficiente motivación tanto de la 

competencia como de su contenido, como quedó expuesto en 

el considerando que antecede, por lo que deberá declararse la 

nulidad lisa y l lana del acto impugnado.  

 

 Al respecto resulta aplicable la jurisprudencia de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, 

publicada con número de registro: 172182 en la página 287 del 

Tomo XXV de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

correspondiente al mes de junio de dos mil siete, cuyo rubro y 

texto se reproducen a continuación.  

 
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL SER 

UN PRESUPUESTO PROCESAL CUYO ESTUDIO ES DE ORDEN PÚBLICO 

LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE OFICIO, SIN DISTINGUIR SI 

SE TRATA DE LA INDEBIDA, INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE 

FUNDAMENTACIÓN DE AQUÉLLA.  De la interpretación de las tesis 

jur isprudenciales P./J. 10/94, 2a./J. 99/2006, 2a./J. 57/2001 y 

2a./J. 115/2005, publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Octava Época, Número 77, mayo de 1994, 

página 12 y Semanario Judicial de la  Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomos XXIV, jul io de 2006; XIV, noviembre de 

2001; y, XXII ,  septiembre de 2005, páginas 345, 31 y 310, 

respectivamente, de rubros: "COMPETENCIA. SU 

FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE 

AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN 

EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS 

POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA.";  "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE 

EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL 

PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, 

EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.";  y 



 

"COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A 

PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 

OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 

FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS 

CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 

TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.";  se colige que 

cuando se analiza la competencia material,  por grado o 

terr itor io de cualquier autoridad administrativa, entre las que se 

incluye a la f iscal,  no cabe dist inguir entre su falta o ausencia o 

una indebida o incompleta fundamentación,  para que las Salas 

del Tr ibunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa estén 

obl igadas a examinarla en forma oficiosa, toda vez que, como 

presupuesto procesal que atañe a la correcta integración de un 

procedimiento, es una cuestión de orden público, mayor aún en 

un procedimiento que concluye con una resolución definit iva 

que establece cargas f iscales a un particular. Lo anterior es así,  

ya que por imperativo del artículo 16 de la Constitución Polít ica 

de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que l leva a cabo 

un acto de molest ia, t iene la ineludible obligación de justif icar 

a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica 

necesariamente que cuenta con competencia para el lo en los 

tres ámbitos mencionados, es decir,  por razón de materia, g rado 

o terr itor io, expresando en el documento respectivo el carácter 

con el que suscribe y el disposit ivo, acuerdo o decreto que le 

otorgue dicha legit imación, aun en el supuesto de que la norma 

legal no contemple apartados, fracción o fracciones, inciso y  

subincisos, pues en tal caso, debe l legar incluso al extremo de 

hacer la transcripción correspondiente del precepto en que 

funde debidamente su competencia, toda vez que la garantía 

de fundamentación consagrada en el citado art ículo 16, l leva 

implícita la idea de exactitud y precis ión en la cita de las normas 

legales que facultan a la autoridad administrativa para emit ir  el 

acto de molest ia de que se trate, ya que sólo así podrá justif icar 

s i su actuación se encuentra dentro del ámbito competencial 

respectivo; de tal manera que si en un acto de molest ia no se 

citan con exactitud y precis ión las normas legales que facultan 

a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese 

acto concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en 

tanto que aquélla no proporcionó los elementos esenciales que 

permitan conocer s i t iene competencia para incursionar en la 

esfera jur ídica del particular, pues de lo contrar io se le dejaría 

en estado de indefensión, toda vez que ignoraría cuál de todas 

las normas legales que integran el texto normativo es la 

específ icamente aplicable a la actuación del órgano del que 

emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuf iciente o 

falta de fundamentación de la competencia de la autoridad 

generan la i legalidad de la resolución administrativa en términos 

de la fracción I I  del artículo 238 del Código Fiscal de la 

Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, cuyo 

contenido sustancial se reproduce en la fracción I I  del artículo 

51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, relativa a la omis ión de los requis itos formales 

exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del 

penúlt imo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúlt imo 

párrafo del invocado artículo 51, las Salas del Tr ibunal Feder al 

de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a examinar la 

de oficio, al resultar i legal el acto combatido, precisamente por 

la actuación o intervención de una autoridad que no acreditó 

tener competencia.”  



 

 

 Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los art ículos 83, fracción I I  y 84 de la Ley del 

Tribunal , es de resolverse y se:  

 

R E S U E L V E  

 

 PRIMERO.- Es esencialmente fundado el cuarto motivo 

de inconformidad hecho valer por la parte actora.  

 

 SEGUNDO.- Se declara la nul idad de la resolución 

administrativa **********1, dictada por la Dirección de Protección 

al Ambiente del Ayuntamiento de Mexicali el tres de julio de dos 

mil diecinueve en el expediente **********2. 

 

 TERCERO.- Se condena a la Dirección de Protección al 

Ambiente del Ayuntamiento de Mexicali, a dejar sin efectos la 

resolución administrativa **********1, dictada el tres de julio de 

dos mil diecinueve en el expediente **********2 declarado nula, 

en el entendido de que la Dirección no se encuentra  obligada a 

emitir una nueva determinación al respecto, pero tampoco 

impedida para ello si es que existe algún fundamento para ello.  

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a la autoridad demandada.  

 

Así lo resolvió la Primer Secretaria de Acuerdos adscrita a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 10 de la ley que r ige a este Tribunal y 

fi rmó ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José 

Francisco Muril lo González, quien da fe.  
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EL IMINADO:  Numero de resoluc ión en foja 1,  2 ,  5  y 15  

Fundamento legal :  ar t ícu los 116,  de la Ley General  de Transparencia y Acceso a la 

Información Públ ica,  4 ,  f racción X I I ,  80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la  

Información Públ ica para el  Estado de Baja Cal i forn ia,  171,  párrafo pr imero y 172 de l  

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Públ ica para e l  

Estado de Baja Cal i forn ia.  La c las i f icación de la información como conf idencial  se  

real iza en v i r tud de que el  presente documento cont iene datos personales  y/o datos  

personales sens ibles,  los cuales conciernen a una persona f í s ica ident i f icada e 

ident i f icable,  por  lo que no puede di fundirse,  publ icar se o darse a conocer,  s in  e l  

consent imiento de su t i tu lar ,  de conformidad con los pr incip ios de l ic i tud,  f inal idad,  

lealtad,  consent imiento,  cal idad, proporcional idad,  información y responsabi l idad en 

el  t ratamiento de los datos personales.   

ELIMINADO:  Numero de expediente judic ial  en foja 1,  2 ,  5  y 15  

Fundamento legal :  ar t ícu los 116,  de la Ley General  de Transparencia y Acceso a la 

Información Públ ica,  4 ,  f racción X I I ,  80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la  

Información Públ ica para el  Estado de Baja Cal i forn ia,  171,  párrafo pr imero y 172 de l  

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Públ ica para e l  

Estado de Baja Cal i forn ia.  La c las i f icación de la información como conf idencial  se  

real iza en v i r tud de que el  presente documento cont iene datos personales  y/o datos  

personales sens ibles,  los cuales conciernen a una persona f í s ica ident i f icada e 

ident i f icable,  por  lo que no puede di fundirse,  publ icar se o darse a conocer,  s in  e l  

consent imiento de su t i tu lar ,  de conformidad con los pr incip ios de l ic i tud,  f inal idad,  

lealtad,  consent imiento,  cal idad, proporcional idad,  información y responsabi l idad en 

el  t ratamiento de los datos personales.   

ELIMINADO:  Fotocopia de resolución en fo ja 6  

Fundamento legal :  ar t ícu los 116,  de la Ley General  de Transparencia y Acceso a la 

Información Públ ica,  4 ,  f racción X I I ,  80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la  

Información Públ ica para el  Estado de Baja Cal i forn ia,  171,  párrafo pr imero y 172 de l  

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Públ ica para e l  

Estado de Baja Cal i forn ia.  La c las i f icación de la información como conf idencial  se  

real iza en v i r tud de que el  presente documento cont iene datos personales  y/o datos  

personales sens ibles,  los cuales conciernen a una persona f í s ica ident i f icada e 

ident i f icable,  por  lo que no puede di fundirse,  publ icar se o darse a conocer,  s in  e l  

consent imiento de su t i tu lar ,  de conformidad con los pr incip ios de l ic i tud,  f inal idad,  

lealtad,  consent imiento,  cal idad, proporcional idad,  información y responsabi l idad en 

el  t ratamiento de los datos personales.   



 

 

EL  SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA ,  SECRETARIO DE ACUERDOS DEL 

JUZGADO PRIMERO DEL TR IBUNAL ESTATAL DE JUST ICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA,  HACE CONSTAR:  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN 

PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEF INIT IVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE 

ACUERDOS,  ACTUANDO EN FUNCIONES DE JUEZ  T ITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE 

FECHA  ONCE DE DICIEMBRE  DE DOS MIL VEIN TE ,  RELAT IVA AL JU ICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 740/2019  EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN 

CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O CONFIDENCIALES,  CUBRIENDO 

EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTIL I ZACIÓN DE DIEZ ASTER ISCOS;  

VERSIÓN QUE VA EN 15 (QUINCE) FOJAS ÚT ILES. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80 ,  83 ,  

FRACCIÓN VI ,  INCISO B)  DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA;  ARTÍ CULOS 57 ,  58 ,  59 ,  60  Y  DEMÁS 

APLICABLES DEL  REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA,  ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TR IBUNAL ESTATAL  

DE JUST ICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA,  ARTICULO 25 ,  FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TR IBUNAL ESTATAL DE JUST ICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56  Y  57  DE LOS L INEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIF ICACIÓN Y DESCLASIF ICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, AS Í  COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBL ICAS DEL S ISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA,  

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBL ICA Y PROTECCIÓN DE DATOS.  LO QUE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE 

MEXICAL I ,  BAJA CALIFORNIA,  A  VEINTIOCHO DE FEBRERO DE DOS MIL  VEINTITRES ,  DOY 

FE. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

 


